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			La pobreza y la desigualdad en América Latina son problemáticas profundamente interrelacionadas y arraigadas en las estructuras sociales y económicas de la región. La historia de colonización, explotación y la implementación de sistemas económicos desiguales ha cimentado una brecha significativa entre los ricos y los pobres. Esta brecha se manifiesta en la distribución desigual de la riqueza, así como en la exclusión y el acceso limitado a recursos y servicios esenciales como la educación, la salud y la vivienda. Estos factores, combinados, perpetúan un ciclo de pobreza y desigualdad que resulta extremadamente difícil de romper.

			En 2020 inició uno de los problemas globales más complejos de la historia moderna de la humanidad, la pandemia COVID-19, que llevó a un sin número de cambios a nivel social y de salud pública, esto debido a que al inicio de esta, la mayor parte de la población estuvo confinada y las actividades económicas pararon en la gran mayoría de los países. En el caso de América Latina, las condiciones preexistentes de pobreza y desigualdad, sumadas a las originadas por la pandemia, generaron brechas sociales aún más grandes, y además se puso en el centro de diversas discusiones problemas que se habían detectado pero que se habían elaborado pocas políticas públicas al respecto, tal como es el tema de los cuidados (niños, enfermos y adultos mayores), acceso a internet, salud metal, por señalar algunos.

			Cuatro años después de iniciada la pandemia seguimos viendo sus repercusiones económicas, sociales y de salud pública en toda América Latina. El presente libro, elaborado por autoras y autores de diversas universidades de América Latina, presenta una serie de investigaciones que, si bien evidencian distintas problemáticas, ponen un énfasis en propuestas concretas de política pública para los países de la región. El proyecto se integra en la red de Desigualdad y Pobreza de la Asociación de Universidades Confiadas a la Compañía de Jesús en América Latina (AUSJAL), la cual tiene como objetivo primordial promover y difundir, a nivel latinoamericano, las investigaciones y proyectos desarrollados por las universidades pertenecientes a la Red AUSJAL en torno a la pobreza, la exclusión y otras condiciones que generan desigualdad e injusticia social en la región.

			El libro se estructura en seis capítulos. El primero, “Brechas estructurales en el Ecuador: retos y transformaciones para el desarrollo” de Andrés Mideros Mora, Nora Fernández Mora y Carolina Sánchez Pilco, ofrece una visión integrada de las desigualdades sociales y económicas en Ecuador, donde se resalta la necesidad de medidas estructurales para lograr un desarrollo más equitativo.

			Los autores muestran que la desigualdad no se limita a la distribución de ingresos, sino que también abarca dimensiones relacionadas con la educación, la salud y distribución del poder, además, subrayan que la ubicación geográfica es prioritaria en las oportunidades y la calidad de vida de las personas. Asimismo, argumentan que estas desigualdades son resultado de sistemas estructurales de discriminación y exclusión arraigados en la sociedad ecuatoriana. Por lo cual, se examinan cómo la matriz productiva del país, centrada en el extractivismo, contribuye a la concentración de la riqueza en ciertos sectores mientras deja a otros en la informalidad y la falta de protección social. De la misma forma, destacan la persistencia de brechas históricas e institucionalizadas en Ecuador en términos de productividad, sectorización laboral, protección social y territorio, las cuales perpetúan las desigualdades y generan empobrecimiento en grupos específicos, así como en determinadas regiones del país. Concluyen que la desigualdad estructural en Ecuador demanda una transformación profunda del modelo de desarrollo para que este incluya la superación del extractivismo, la redistribución de la riqueza, la eliminación de la discriminación institucional y la construcción de una economía basada en la solidaridad y la reciprocidad.

			El segundo capítulo “Sistema de indicadores de pobreza para la orientación de políticas sociales en situaciones de riesgo covariante (pandemia COVID-19) en Colombia” de Esteban Nina, evidencia que el sistema de indicadores de pobreza monetaria, pobreza multidimensional complementados por los de mercado laboral y desigualdad en el ingreso, midieron aspectos diferentes de las condiciones de vida de los hogares y fueron complementarios para obtener una panorámica general de los efectos de la pandemia del COVID-19 en la sociedad colombiana. El autor señala que la crisis de la pandemia puso de manifiesto dos desafíos: primero, el desempeño y oportunidad de los indicadores sociales; y, segundo, la toma decisiones de manera pertinente para mitigar la magnitud de la vulnerabilidad de las poblaciones pobres relacionadas con las crisis covariantes sin perder el horizonte de monitorear problemas estructurales como la persistente desigualdad en la distribución de ingresos, y el acceso a la estructura de oportunidades en Colombia.

			El tercer capítulo “Presente y futuro de los asentamientos informales en Chile”, a cargo de María Paz Trebilcock, muestra que los asentamientos informales han ido incrementándose como una realidad común en el paisaje urbano en América Latina. La autora reflexiona sobre diversos elementos que explican el aumento de campamentos, los cuales están estrechamente vinculados con la implementación de la política de vivienda en Chile. Esta política, fundamentada en la propiedad y en principios neoliberales, no ha logrado adaptarse a la presencia de nuevos actores que también demandan vivienda. A través del análisis de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica (CASEN) del año 2022, señala una serie de cambios sociodemográficos que impactan en la aplicación de la política de vivienda, la cual ha sido rebasada, generando la formación de nuevos asentamientos informales.

			El cuarto capítulo “La política de subsidio a la vivienda en Cuba. Análisis cualitativo del diseño e implementación”, de Laura de la Paz Castillo y Oscar A. Martínez-Martínez, analiza la política de subsidio para la construcción y/o rehabilitación de viviendas por esfuerzo propio. Este es un programa de la política de vivienda en Cuba, el cual desde 2012 busca solucionar la problemática de acceso a la vivienda. En ese sentido, se establecen como objetivo explicar las falencias de diseño e implementación de la política en el Consejo Popular “Los Sitios”, municipio Centro Habana. La metodología que utilizaron fue cualitativa, aplicando entrevistas a profundidad tanto a beneficiarios como a funcionarios públicos, las cuales fueron examinadas con análisis temático. 

			Los autores muestran que el acceso a la vivienda no se ha logrado del todo y que, además, se detectaron diversas problemáticas en el diseño e implementación de esta política pública. Entre los hallazgos encontrados están que la literatura sobre políticas de vivienda se ha elaborado en países democráticos, y Cuba no forma parte de ellos. Por este motivo, su investigación resulta especialmente relevante para mostrar cómo funcionan los programas sociales en contextos no democráticos.

			El quinto capítulo “Viabilidad en el desarrollo social, técnico y económico de emprendimientos dirigidos por mujeres en la Provincia de Quispicanchi – Cusco”, estuvo a cargo de Mario Roncal Zolezzi, y muestra la realidad en la que vive la mujer andina en la Provincia de Quispicanchi–Cusco. El texto analiza las costumbres culturales machistas existentes en la zona que, en muchos casos, son aceptados por las mujeres por una situación de comportamiento ancestral. Esto conlleva a situaciones de violencia familiar, embarazos prematuros en adolescentes y maltrato, presentando una situación complicada, donde la mujer tiene pocas posibilidades de desarrollo. El estudio da cuenta de cómo las organizaciones sociales se encuentran interviniendo en esa provincia con la finalidad de atenuar esta situación y permitir a la mujer un espacio de desarrollo a través de emprendimientos que comienzan a germinar como casos de éxito. 

			Finalmente, el capítulo “Emociones sociales que favorecen o desalientan prácticas de cuidado social, entre y con personas mayores, que presentan movilidad reducida”, de Rocío Enríquez Rosas, María Martha Ramírez García y Alejandro Pérez-Duarte Fernández, muestran que la vivienda constituye el espacio social de mayor permanencia cotidiana y donde se despliegan diversas prácticas sociales para las personas mayores y quienes los acompañan. Por tanto, la vivienda es el lugar en el que se experimentan gradualmente los procesos de envejecimiento y vejez, mismos que, en algunos casos, pueden estar asociados con pérdida de movilidad, por lo que surge una demanda de cuidados cada vez mayor. De ahí que plantean como el objetivo central: analizar la dimensión emocional de los cuidados ante situaciones de movilidad reducida en una persona mayor y tomando en cuenta la estructura espacial y funcional de la vivienda. Dicho estudio se realizó en el Área Metropolitana de Guadalajara (AMG) México, mediante un estudio cualitativo.

			A partir de sus hallazgos, se propone una tipología de las viviendas en donde habitan los adultos mayores, tomando en cuenta la dimensión subjetiva, así como el análisis de la estructura espacial. Concluyen que hay una relación importante entre los aspectos de diseño y estructura arquitectónica de la vivienda, y que la percepción subjetiva de las personas incorpora tanto las prácticas de cuidado y su vertiente emocional. A partir de sus resultados, proponen el diseño de habitaciones que favorecen el cuidado de las personas mayores con movilidad reducida.

			El libro que está a punto de leer contiene una serie de propuestas de políticas públicas basadas en evidencias que, si bien fueron implementadas en determinados países, ofrecen hallazgos y enfoques que pueden ser aplicables a diversos contextos de América Latina. Estas propuestas representan un valioso insumo para la toma de decisiones en la región porque brindan herramientas fundamentadas para abordar las problemáticas de pobreza, desigualdad y exclusión social. Al adoptar –y adaptar– estas políticas a las realidades locales se puede trabajar en pos de la construcción de sociedades más equitativas y justas en América Latina.
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			1. Introducción

			La desigualdad es un fenómeno socioeconómico que, si bien se expresa a través de la diferencia en la distribución de bienes, ingresos y rentas dentro de un grupo, sociedad, país o entre países, presenta múltiples dimensiones vinculadas a factores como la clase social, el género, la edad, la ubicación geográfica, el origen e identidad étnica, la orientación sexual y la religión (ONU, 2019).

			La desigualdad también es definida como una expresión observable de la inequidad (Breilh, 2010), entendida como las relaciones de poder injustas que son resultado histórico del “proceso de acumulación, apropiación y concentración económica, política y cultural por parte de una determinada clase –o grupo–, que subordina y/o excluye a otras clases y/o grupos” (Weingast, 2021, pp. 139). Si esta desigualdad se produce entre grupos según sus rasgos culturales o construidos socialmente (género, origen étnico, etc.) es definida como desigualdad horizontal, mientras que la desigualdad vertical es aquella que se da en la distribución de la riqueza o de ingresos entre personas o entre hogares (Balakrishnan & Heintz, 2015).

			El debate público de la desigualdad ha estado relacionado con su aumento a nivel global en las últimas tres décadas2, así como con la garantía de los derechos humanos y el acceso a los bienes y servicios de la sociedad necesarios para una vida digna, por lo que se conecta con los debates políticos y filosóficos en torno a la justicia. Por su vínculo con la discriminación, la pobreza y exclusión, la lucha contra la desigualdad ha sido incluida como uno de los objetivos prioritarios de la agenda global del desarrollo sostenible para las próximas décadas (CEPAL, 2016). 

			Desde la perspectiva crítica, el origen de la desigualdad ha sido vinculado al proceso del desarrollo del capitalismo, caracterizado por un conjunto de contradicciones entre las que se destacan el desarrollo desigual en el tiempo (crisis periódicas) y en el espacio (brechas rural-urbano, brechas geográficas entre países) así como por la creciente desigualdad en la distribución de la riqueza y el bienestar social presente en todos los niveles de la estructura social (Cueva, 2004) (Harvey, 2021).

			Estas contradicciones se acentúan en las economías como la ecuatoriana debido a su situación de dependencia histórica y a la heterogeneidad estructural de su economía (Cueva, 2004). La heterogeneidad estructural, en un sentido amplio, se puede conceptualizar como una cristalización de diversas formas productivas, relaciones sociales y mecanismos de dominación que coexisten en el tiempo e interactúan de manera interdependiente, según lo planteado por Di Filippo y Jadue (1976). Esta diversidad estructural puede ser caracterizada al considerar tanto la estructura productiva como la estructura ocupacional. En este sentido, la estructura productiva se dice heterogénea cuando coexisten un sector moderno de alta productividad, junto a un amplio sector de baja productividad en el que se desarrollan labores de subsistencia, trabajos independientes no calificados o por cuenta propia (CEPAL, 2012b).

			Para abordar la heterogeneidad estructural, Cardoso y Faletto (1977) establece que las actividades directas relacionadas con la explotación de recursos naturales, como la minería, la agricultura y, principalmente, la tenencia de la tierra, son determinantes en la generación de una profunda desigualdad estructural. Esta desigualdad se halla directamente vinculada a la cultura del privilegio que sostiene que esta disparidad es un síntoma de un acceso privilegiado a los recursos naturales y la apropiación de rentas por parte de agentes con mayor poder político y económico, constituyendo una suerte de “fábrica social” de la desigualdad en aspectos cruciales como la productividad, la incorporación del progreso técnico, el acceso a los mercados, así como en aspectos relacionados con la educación, el ingreso, la trayectoria laboral y, en última instancia, el bienestar (Gaudin & Pareyón Noguez, 2020).

			En primer lugar, esta heterogeneidad productiva se traduce en una demanda laboral segmentada con brechas salariales entre los más y menos calificados, brechas de capacidad y pocas opciones de movilidad ocupacional. De esta manera, se reproducen las desigualdades económicas y sociales, afectando a la población insertada a los sectores económicos menos productivos (Rabanal, 2021) (CEPAL, 2012b), es decir, que, condicionada por la matriz productiva, la desigualdad está relacionada en términos de brechas de productividad, acceso y calidad de empleo (CEPAL, 2016).

			A esto debe agregarse la inequidad en el acceso y calidad de los servicios sociales. Además, la interconexión entre el territorio y las oportunidades en la realización de los derechos políticos, económicos y sociales es un fenómeno fundamental que moldea la vida de las personas (S. Cecchini, R. Holz y H. Soto de la Rosa, 2021). Como se mencionó previamente, el lugar de residencia puede ejercer una influencia significativa en la probabilidad de que una persona alcance la riqueza o caiga en la pobreza. Esto se debe a las marcadas diferencias en la disponibilidad y calidad de servicios sociales, empleo e infraestructura pública, que varían según la ubicación geográfica.

			Por lo tanto, la desigualdad no es solo un asunto de distribución de ingresos; las personas experimentan desigualdades en diferentes dimensiones que incluyen el nivel educativo, la salud y la distribución de poder (Ortale & Rausky, 2021) (Balakrishnan & Heintz, 2015), y además está influenciada significativamente por el factor territorial. Así, las desigualdades agudizan la pobreza y las brechas sociales, y son el resultado de la persistencia histórica de sistemas estructurales de discriminación y de exclusión que caracterizan al sistema de reproducción social (Weingast, 2021).  

			La capacidad de los países para mitigar la desigualdad está intrínsecamente vinculada a la eficacia con la que las instituciones laborales y la arquitectura de la protección social abordan la estructura de riesgos existente (CEPAL, 2012a). Asimismo, dicha capacidad se relaciona con la alineación de las acciones en ambos campos hacia objetivos comunes. Además, el éxito de los países en la reducción de las desigualdades se encuentra estrechamente ligado a los márgenes fiscales disponibles y a las capacidades político-institucionales para implementar medidas efectivas (CEPAL, 2012a).

			En Ecuador, tras una mejora en la distribución del ingreso en el período 2007-2014, a partir de la caída de los precios internacionales del petróleo (2014), se registró un estancamiento en la reducción de la desigualdad, ahondada por los efectos de la pandemia del COVID-19. En un contexto de recuperación económica asimétrica y ajuste del gasto público, es fundamental analizar las brechas entre los sectores de la economía que concentran mayor y menor fuerza laboral. Esto permitirá, comprender la desigualdad en el Ecuador como un fenómeno estructural de múltiples dimensiones.

			En este marco, a continuación se analizan las brechas existentes en la estructura económica del Ecuador, que estructuralizan y reproducen la desigualdad. El análisis parte de la descripción de la estructura económica tanto en términos del empleo como del valor agregado, para después presentar las brechas de productividad existentes, y la forma en que estas segmentan a la población, es decir, cómo determinados grupos poblacionales se encuentran sobrerrepresentados en ciertos sectores y excluidos de otros, lo cual condiciona los niveles de ingreso y seguridad social. Posteriormente, se presentan las brechas de protección social a manera de una dualidad institucional que condiciona el bienestar a la participación económica dentro de una estructura desigual. Finalmente, se presentan las brechas territoriales como una expresión adicional de la reproducción de la estructura económica y las desigualdades que de esta se derivan.

			2. Brechas estructurales en el Ecuador

			La estructura económica del Ecuador no ha cambiado significativamente desde el inicio del primer boom petrolero, y da cuenta de marcadas diferencias entre sectores económicos.3 Las ramas de agricultura, ganadería y pesca, y de comercio y transporte, concentran el 52% del empleo, en promedio entre 2012 y 2022; sin embargo, representan apenas el 26% del valor agregado bruto (VAB). En contraste, las ramas de petróleo y minas, y de actividades de servicios financieros, que absorben apenas el 1,4% del empleo, concentran el 10,5% del VAB (Gráfico 1).

			En el periodo analizado (2012-2022) se observan pequeñas variaciones en la estructura del empleo. Entre 2013 y 2016, el sector de construcción absorbió mayor cantidad de empleo, mientras que el sector de agricultura, ganadería y pesca presentó sus valores mínimos en esos años, para después invertirse esta relación. Por su parte, el sector de actividades profesionales, administración pública y servicios sociales tiene una tendencia decreciente, en cuanto a participación del empleo, a partir de 2016; así como el empleo en la industria manufacturera se redujo fuertemente en 2020, durante la pandemia de la COVID-19. En el mismo año (2020), es notable que el empleo en el sector de agricultura, ganadería y pesca experimentó un incremento; no obstante, en 2022, este indicador regresó a niveles similares a los previos a la pandemia, alcanzando un 30.6% del empleo.

			Gráfico 1: Estructura económica (porcentaje de personas y porcentaje del VAB) por sector, 2012-2022
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			Fuente: INEC (ENEMDU, rondas de diciembre 2012-2017 y 2020, anual 2018, 2019, 2021 y 2022); Banco Central del Ecuador
Elaboración propia.

			En cuanto a la distribución del VAB, se evidencia una caída del sector de petróleo y minas en 2015 para después mantenerse hasta 2021. El sector de construcción presenta una tendencia decreciente desde 2019, mientras que las actividades profesionales, administración pública y servicios sociales, así como la industria manufacturera, presentan tendencias al alza durante el periodo comprendido entre 2012 y 2022. Por otro lado, es evidente que, en el último año, el sector de comercio aumentó su concentración del VAB a 17.4%, superando en 2 puntos porcentuales el valor registrado en 2020.

			2.1. Brechas de productividad

			La brecha de productividad se refiere a la disparidad en los niveles de eficiencia y rendimiento entre los sectores de baja productividad y aquellos con un desempeño más elevado. En este contexto, los sectores caracterizados por una baja productividad enfrentan dificultades significativas para innovar, adoptar tecnología y fomentar procesos de aprendizaje (CEPAL, 2010). Esta heterogeneidad interna no solo intensifica los problemas de competitividad a nivel sistémico, sino que también da lugar a círculos viciosos que involucran no solo la persistencia de la pobreza y el bajo crecimiento, sino también la limitada capacidad de aprendizaje y el débil cambio estructural en dichos sectores (CEPAL, 2010).

			La estructura económica del Ecuador, en la cual los sectores concentradores de empleo tienen poca participación en el VAB, y viceversa, se genera por la presencia de brechas de productividad. Esto significa que existen diferencias estructurales en la relación del VAB por trabajador entre sectores. En otras palabras, la economía ecuatoriana presenta disparidades en términos de eficiencia y productividad entre distintas ramas de actividad, lo que se traduce en un panorama donde la generación de riqueza y la creación de empleo no están necesariamente alineadas en la misma proporción en todos los sectores económicos del país. En este caso, si los sectores experimentan un aumento en la productividad, pero contribuyen con una proporción reducida del empleo total, solo un número limitado de trabajadores se verá favorecido por el incremento salarial, mientras que la mayoría continuará empleada en sectores con niveles inferiores de productividad y salarios (CEPAL, 2010).

			El Gráfico 2 presenta la productividad relativa tomando como sector de referencia al de petróleo y minas, dado que es el que presenta mayor productividad en el periodo 2012-2022.4 El segundo sector en productividad es el de actividades de servicios financieros, el cual en 2012 alcanzó el 13,4% de la productividad de petróleo y minas. No obstante, esta proporción experimentó un ascenso considerable a lo largo del tiempo, alcanzando el 77,9% en 2016 y posteriormente un punto máximo del 101,5% en 2020, marcando este último año como el de su máxima productividad. Sin embargo, al finalizar el año 2022, se registró una disminución, situándose en el 52,4%. A pesar de la disminución en su productividad relativa en los últimos años, es relevante destacar que, durante el año de la pandemia, este sector fue el principal generador de VAB por trabajador y mantuvo esta posición en el 2022. Los demás sectores representan menos del 20% de la productividad de petróleo y minas.

			La volatilidad que se aprecia en el Gráfico 2 se debe a los altos niveles de VAB alcanzados por el sector de petróleo y minas en los periodos 2012-2014 y 2017-2019, que se relaciona con el aumento del precio del petróleo, así como la abrupta caída de este sector en 2020 vinculada tanto con menor producción cuanto con la reducción del precio del petróleo, que incluso alcanzó niveles negativos durante la pandemia de la COVID-19. Durante los siguientes años (2021-2022), la productividad del sector de petróleo y minas continuó mostrando un bajo rendimiento, aunque se registró un incremento que llegó a duplicar los niveles alcanzados en 2020. Sin embargo, es importante destacar que esta recuperación aún no logró superar la productividad relativa observada en los periodos de abundancia petrolera antes mencionados.

			Gráfico 2: Productividad relativa (Petróleo y minas = 100), 2012-2022

			
				
					[image: ]
				

			

			Fuente: INEC (ENEMDU, rondas de diciembre 2012-2017 y 2020, anual 2018, 2019, 2021 y 2022); Banco Central del Ecuador
Elaboración propia.

			Para eliminar esta distorsión, en el Gráfico 3 se excluye al sector de petróleo y minas, y se toma como referencia al de actividades de servicios financieros. Esto permite observar no sólo la magnitud de la brecha de productividad que existe entre sector financiero y los demás sectores de la economía, sino además que esta se ha incrementado en los últimos diez años. El sector con mayor pérdida de productividad relativa entre 2012 y 2022 es el de la construcción (-19,7 puntos) que pasó de un equivalente al 49,1% de la productividad de servicios financieros en 2012 a 29,42% en 2022, seguido por los sectores de otros servicios (-9,9 puntos), comercio y transporte (-2,4 puntos), y agricultura, ganadería y pesca (-3,2 puntos).

			Es así como se da cuenta de tres grupos de sectores. El primero, conformado por petróleo y minas, y actividades de servicios financieros, que son los de mayor productividad relativa, pero que concentran muy poco empleo. El segundo grupo está integrado por construcción, actividades profesionales, administración pública y servicios sociales, e industria manufacturera, con un nivel de productividad relativa medio bajo. Mientras que el tercer grupo lo conforman los sectores de otros servicios, comercio y transporte, y agricultura, ganadería y pesca, siendo los de menor productividad relativa y mayor concentración de empleo.

			La concentración de empleo en sectores de menor productividad conlleva una serie de implicaciones económicas y sociales. En primer lugar, esta configuración conlleva una disminución del valor añadido por trabajador en la economía, lo que se traduce en la percepción de salarios inferiores y en una contribución reducida al crecimiento económico global (Cimoli, Porcile, Primi, & Vergara, 2005). Asimismo, este fenómeno puede agudizar las disparidades en los ingresos, dado que los empleados en sectores menos productivos tienden a recibir remuneraciones más modestas en comparación con sus contrapartes en sectores más productivos (CEPAL, 2010). Esta disparidad en los ingresos puede tener consecuencias adversas para la equidad social. Por otro lado, la dependencia de sectores menos productivos puede propiciar la persistencia de tasas de desempleo, subempleo e informalidad, caracterizadas por una elevada precariedad, bajos ingresos y escasa protección social (CEPAL, 2010). En última instancia, esta configuración sectorial podría restringir el crecimiento económico a largo plazo y obstaculizar la movilidad ascendente de los trabajadores, enfatizando así la trascendencia de abordar tanto la productividad como las condiciones laborales en dichos sectores (CEPAL, 2010).

			Gráfico 3: Productividad relativa 
(Actividades de servicios financieros = 100), 2012-2022
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			Fuente: INEC (ENEMDU, rondas de diciembre 2012-2017 y 2020, anual 2018, 2019, 2021 y 2022); Banco Central del Ecuador
Elaboración propia.

			Al incorporar el sector de trabajo no remunerado del hogar (TNRM), se observa que este constituiría el sector de menor productividad relativa (Gráfico 4). Esto a pesar de generar un VAB que representa el 20% del PIB e incorporar el equivalente a 5,7 millones de personas trabajando a tiempo completo, de las cuales el 76,8% son mujeres (INEC, 2020). Un sector que queda invisibilizado, dado que no se reporta de manera conjunta con las estadísticas macroeconómicas ni con las de empleo, pero que además se da en condiciones de desprotección, sin reconocimiento ni protección social directa.

			Gráfico 4: Productividad relativa del trabajo no remunerado del hogar (Actividades de servicios financieros = 100), 2012-2017

			
				
					[image: ]
				

			

			Fuente: Banco Central del Ecuador; INEC (Cuenta Satélite de Trabajo No Remunerado del Hogar; ENEMDU, rondas de diciembre 2012-2017).
Elaboración propia.

			2.2. Brechas por sectorización

			En cuanto al nivel de formalidad vinculado con la cobertura de seguridad social en cada sector de la economía, se observa que el sector de actividades de servicios financieros tiene las mejores condiciones, seguido de actividades profesionales, administración pública y servicios sociales, mientras que el sector extractivo de petróleo y minas da cuenta de un importante porcentaje de personas (38,4% en 2021 y 36,4% en 2022) que no cuentan con seguridad social. En los demás sectores más de la mitad de los trabajadores no están cubiertos por ningún régimen de seguridad social, siendo los de menor cobertura los sectores de construcción; agricultura, ganadería y pesca; comercio y transporte; y otros servicios (Tabla 1).

			Un aspecto de análisis de particular interés se refiere a las tendencias observadas en la cobertura de seguridad social en sectores específicos de la economía ecuatoriana. Se ha observado que el sector de actividades profesionales, administración pública y servicios sociales experimentó una disminución notable en su cobertura de seguridad social, pasando del 79.34% en el año 2019 al 71.9% en el año 2022, lo que representa una reducción de 7.4 puntos porcentuales. Además, se identificó un fenómeno similar en el sector de petróleo y minas, que experimentó una disminución en la cobertura de seguridad social de 8.7 puntos porcentuales durante el mismo período. Estas reducciones podrían estar relacionadas con eventos y circunstancias asociadas a la pandemia de COVID-19, que impactaron de manera significativa en la economía y el empleo en estos sectores.

			Los niveles de productividad que repercuten en el ingreso laboral, así como la cobertura de seguridad social, se relacionan con la probabilidad de empobrecimiento, estimada por el porcentaje de personas trabajadoras en cada sector que se encuentran en situación de pobreza por ingreso. La Tabla 1 muestra que en el sector de agricultura, ganadería y pesca el nivel de pobreza alcanzó en los tres años analizados, un promedio de 38,5%; seguido por construcción, que exhibe un promedio de pobreza de 20.9% en el año 2021, con una posterior disminución a 17.3% en el año 2022. Por su parte, los sectores de actividades de servicios financieros; actividades profesionales, administración pública y servicios sociales; y petróleo y minas, presentan las menores probabilidades de empobrecimiento.

			Tabla 1: Cobertura de la seguridad social y pobreza por ingresos, 2019-2022

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Rama de actividad

						
							
							Cobertura de seguridad social

						
							
							Porcentaje de pobreza

						
					

					
							
							2019

						
							
							2021

						
							
							2022

						
							
							2019

						
							
							2021

						
							
							2022

						
					

					
							
							Petróleo y minas

						
							
							72,3%

						
							
							61,6%

						
							
							63,6%

						
							
							4,5%

						
							
							8,6%

						
							
							8,16%

						
					

					
							
							Actividades de servicios financieros

						
							
							94,2%

						
							
							90,9%

						
							
							90,4%

						
							
							0,5%

						
							
							1,3%

						
							
							1,66%

						
					

					
							
							Construcción

						
							
							18,8%

						
							
							14,9%

						
							
							15,5%

						
							
							13,7%

						
							
							20,9%

						
							
							17,33%

						
					

					
							
							Actividades profesionales, administración pública y servicios sociales

						
							
							79,3%

						
							
							76,1%

						
							
							71,9%

						
							
							3,6%

						
							
							5,5%

						
							
							5,24%

						
					

					
							
							Industria manufacturera 

						
							
							45,7%

						
							
							42,8%

						
							
							41,5%

						
							
							11,6%

						
							
							16,1%

						
							
							12,70%
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							34,7%

						
							
							28,3%
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							11,4%
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							13,42%

						
					

					
							
							Comercio y transporte

						
							
							32,5%

						
							
							27,7%
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							12,66%
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							40,4%

						
							
							37,30%
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							40,8%

						
							
							36,2%

						
							
							35,6%

						
							
							17,6%

						
							
							23,1%

						
							
							19,45%

						
					

				
			

			Fuente: INEC (ENEMDU, anual 2019, 2021 y 2022).
Elaboración propia.

			Cuando se observa que en ciertos sectores laborales los trabajadores caen en la pobreza, esto indica que, a pesar de su empleo, sus ingresos resultan insuficientes para cubrir las necesidades básicas y mantener un nivel de vida adecuado. Esta situación puede ser atribuible a la percepción de salarios bajos, a condiciones laborales precarias, o a la carencia de acceso a beneficios y seguridad social. Como consecuencia directa, los trabajadores y sus familias experimentan una vulnerabilidad económica que puede traducirse en dificultades para acceder a servicios de atención médica, educación de calidad, una adecuada alimentación, entre otros (CEPAL, 2016). 

			Lo anterior condiciona el bienestar, y perpetua la desigualdad social y económica, la inseguridad económica para los trabajadores, la limitación de la movilidad social, el freno al desarrollo económico, y la posible inestabilidad social, reproduciendo las desigualdades, entre las personas que se insertan en la estructura económica, a través de un mercado laboral claramente segmentado y discriminatorio (CEPAL, 2010).

			La Tabla 2 evidencia que las mujeres están subrepresentadas en los sectores de petróleo y minas, y de construcción. Mientras que se encuentran sobrerrepresentadas en el trabajo no remunerado del hogar, y en los sectores de otros servicios y actividades de servicios financieros. Sin embargo, para el 2022, se encuentra que en el sector de otros servicios el 48,25% de las mujeres se ocupan como trabajadoras no calificadas, frente al 18,79% de los hombres; mientras que apenas el 2,23% de las mujeres son oficiales operarias, en contraste con el 17,23% en el caso de los hombres. Por su parte, en el caso de las mujeres que trabajan en el sector de servicios financieros se observa que el 94,88% son blancas o mestizas. Esto da cuenta tanto de la presencia de discriminación por género, pero además de otros factores que condicionan el acceso de las personas a determinados sectores económicos.

			En el caso de las personas jóvenes se observa que estas están subrepresentadas en actividades profesionales, administración pública y servicios sociales. Mientras que se emplean con mayor probabilidad en servicios financieros, construcción, y petróleo y minas, dependiendo de sus oportunidades educativas y otras condiciones socioeconómicas. Por ejemplo, se observa que, en el 2022, el 93,46% de los jóvenes empleados en servicios financieros son blancos o mestizos; mientras que en el sector de la construcción se evidencia que el 70,02% de los jóvenes se encuentran trabajando en el sector informal. 

			Tabla 2: Sobrerrepresentación sectorial por género, edad y autoidentificación étnica, promedio 2018-2022
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							0,15
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							-0,06

						
							
							-0,57

						
							
							-0,46
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							0,03

						
							
							0,86
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							1,28
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			*Promedio 2012-2017.
Nota: El nivel de sobrerrepresentación se calcula como la relación entre la participación de un determinado grupo de personas en el empleo de un sector sobre la participación de ese grupo de personas en el total de empleo. Un valor positivo implica una sobrerrepresentación, mientras que un valor negativo significa subrepresentación.
Fuente: INEC (ENEMDU, anual 2018, 2019, 2021 y 2022).
Elaboración propia.

			Por su parte, se evidencia una marcada exclusión en adultos mayores de todos los sectores económicos, en especial aquellos de mayor productividad relativa; mientras que hay una sobrerrepresentación del 86% en el sector de agricultura, ganadería y pesca. Esto se relaciona con la posibilidad de jubilación que existe en otros sectores con mayor cobertura de seguridad social.

			Al analizar la sobrerrepresentación por autoidentificación étnica se encuentra que en el caso de personas afroecuatorianas existe una sobrerrepresentación en otros servicios y construcción. En este último sector se debe señalar que el nivel de empleo como trabajadores no calificados de personas afroecuatorianas alcanza el 48,91%, en comparación con el 40,93% de personas autoidentificadas como blancas o mestizas, dando cuenta de factores discriminatorias dentro del sector. Asimismo, dentro del sector de otros servicios, el 49,48% de afroecuatorianos/as y el 46,38% de indígenas se ubican en empleo informal, frente al 38,51% de blanco-mestizos, durante el año 2022.

			En cuanto a pueblos y nacionalidades indígenas, se observa la mayor sobrerrepresentación (128%) en el sector de agricultura, ganadería y pesca; mientras que se encuentran excluidos, por subrepresentación, en los demás sectores de la economía, especialmente en actividades profesionales, administración pública y servicios sociales, y otros servicios. En consideración de la reducida productividad registrada en el sector agrícola, ganadero y pesquero, se debe subrayar que, dentro de esta esfera, la población indígena muestra una marcada inclinación hacia el empleo en el sector informal, alcanzando un significativo 93,47%, en contraposición al promedio nacional que se sitúa en un 78,75%.

			De lo anterior se desprende que la estructura económica del Ecuador se encuentra construida sobre la base del machismo y el racismo, expresado en la discriminación por género y etnia, condicionando el sector en que una persona se inserta en la economía, limitando las oportunidades de determinados grupos de personas. En la medida en que persisten brechas de productividad entre sectores, esto condiciona los resultados en términos de bienestar, reproduciendo las desigualdades. Se debe agregar, además, las condiciones de discapacidad, movilidad humana y diversidad sexual, pero que lamentablemente no se incluyen dentro de las estadísticas de empleo, siendo esa ausencia evidencia de una mayor discriminación que sufren estos grupos de personas, al quedar invisibilizados.

			En base a los hallazgos presentados se puede establecer que no es factible pensar la superación de la desigualdad en la medida en que no se implementen acciones de transformación estructural económica y social, para eliminar las brechas en términos de oportunidades y asegurar igualdad en el ejercicio pleno de derechos a lo largo del ciclo de vida de las personas, sin discriminación alguna.

			2.3. Brechas de protección social

			Además de las brechas generadas por la estructura económica, es importante destacar que en el Ecuador se han identificado vacíos significativos en la implementación de un sistema de protección social sólido. La capacidad financiera del Estado se ve limitada al intentar respaldar tanto una red básica de protección social como el necesario fortalecimiento de la calidad de la educación pública y un sistema de salud eficaz simultáneamente (CEPAL, 2010). La educación y la salud desempeñan un papel crucial en la promoción de la igualdad y su conexión con el aporte productivo y el desarrollo social; una sociedad más equitativa también enfrenta probablemente menores costos en términos de seguridad ciudadana y calidad democrática (CEPAL, 2010).

			Este déficit en la protección social condiciona aún más la calidad de vida de las personas y su capacidad para salir adelante en un entorno socioeconómico que ya presenta desafíos considerables (OIT, 2021). Como resultado, las disparidades en la protección social generan diversas manifestaciones de vulnerabilidad, siendo los más destacados los riesgos de pobreza e indigencia, enfermedad, desempleo y vejez sin ingresos (CEPAL, 2010). En este sentido, abordar estos vacíos en el sistema de protección social se convierte en una prioridad crucial para promover la equidad y mejorar las condiciones de vida de todos los ciudadanos ecuatorianos.

			El fomento del desarrollo económico y la implementación de políticas sociales robustas son fundamentales para mitigar la pobreza y disminuir las disparidades en los niveles de ingreso (Pessino & Alaímo, 2018). Por lo cual, un primer elemento es la ciclicidad que muestra el gasto social con el producto interno bruto (PIB), siendo que los recursos destinados a los sectores de educación y cultura, y de salud y desarrollo comunal, aumentan y disminuyen según el ciclo económico (Gráfico 5), lo que en la práctica significa que en momentos de crisis económica se contraen también los servicios sociales, profundizando el impacto negativo en las personas que dependen de estos servicios públicos, y que son las personas en situación de pobreza y vulnerabilidad.

			A pesar de que la tendencia del gasto social suele mostrar una relación pro cíclica con respecto al PIB, se observa la existencia de períodos anómalos en los cuales, a pesar de mantenerse un crecimiento económico sostenido, este crecimiento no se refleja de manera correspondiente en el incremento del gasto social. Por ejemplo, durante el año 2012, se registró un incremento en el PIB per cápita con una tasa de variación del 4%. Sin embargo, paradójicamente, se constató una disminución en el gasto social, manteniendo una tasa de variación negativa del -12%. Un caso similar se evidenció en el año 2022, en el cual el PIB per cápita experimentó un crecimiento del 2%, mientras que el gasto social disminuyó en un 4%.

			Gráfico 5: gasto social y producto interno bruto per-cápita, 2000-2022
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			Fuente: Banco Central del Ecuador.
Elaboración propia.

			La reducción de la pobreza tanto en términos coyunturales de ingreso o consumo, como estructurales de necesidades básicas insatisfechas (NBI) o multidimensional, se relaciona con el gasto social, siendo que en los periodos de aumento del gasto social se observa reducción de la pobreza, en sus distintos indicadores, mientras que en años de estancamiento o reducción del gasto social la pobreza aumenta (Gráfico 6). Esto se entiende en el sentido de que el funcionamiento de la estructura económica, a través de mercados que actualmente discriminan a unas personas frente a otras, son incapaces por sí mismos de generar bienestar a la sociedad, por lo que la acción del Estado en cuanto a servicios públicos se vuelve indispensable para sostener el bienestar en el país (Adelantado, Noguera, & Rambla., 2000).

			Gráfico 6: Gasto social y pobrezas, 2000-2022
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			Fuente: INEC (ENEMDU y CPV).
Elaboración propia.

			Es así como se evidencian patrones de distribución claramente marcados en los últimos quince años (Gráfico 7). En periodos de crecimiento económico y voluntad política de mayores servicios sociales, como fueron los años 2008-2014 y 2017, el crecimiento del ingreso de los hogares se da de forma pro-pobre. Es decir, el ingreso de todos los estratos aumentó, pero el de los deciles de menor ingreso aumentó en mayor medida, lo que implica además reducción de la desigualdad de ingreso. 

			Dinámicas similares se desarrollaron durante el período posterior a la pandemia (2021-2022), caracterizado por una tendencia de crecimiento pro-pobre, donde los ingresos de los deciles más bajos experimentaron aumentos más pronunciados. Los datos proporcionados revelan que, por ejemplo, después de una fuerte caída en la tasa de crecimiento del ingreso per cápita del primer decil en 2020 (-34%), hubo un rebote significativo en 2021 (41%). Esto sugiere un resurgimiento económico tras la crisis inicial inducida por la pandemia.

			No obstante, es crucial destacar que, a pesar de la recuperación en 2021, el crecimiento del ingreso per cápita del primer decil se moderó en 2022 (8%). Esto podría indicar que la economía experimentó una fase inicial de recuperación más sólida después de la crisis inicial de la pandemia. Este patrón de recuperación es común en situaciones de crisis económicas, donde se observa una fuerte contracción seguida de un rebote inicial, pero a medida que la economía se acerca a su potencial a largo plazo, es natural que las tasas de crecimiento disminuyan y se estabilicen. Es decir que el crecimiento pro-pobre no necesariamente fue resultado de una política específica de redistribución de ingresos, sino más bien una consecuencia de un período de recuperación económica después de la crisis inicial provocada por la pandemia.
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